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7424 Sala Primera. Recurso de amparo núm. 67/1987.
Sentencia núm. 33/1987, de 12 de marzo.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compuesta por
don Francisco Tomás' y Valiente, Presidente, y don Francisco
Rubio Uorente, don Luis Diez-Picaza y Ponce de León, don
Antonio Truyol Serra, don Eugenio Díaz Eimil y don Miguel
Rodríguez-Piñero y Bravo·Ferrer, ~agistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

SENTENCIA

En el r«urso de amparo núm. 67/1986, interpuesto por la
Procuradora de los Tribunales doña Raquel Gracia Moneva, en
representación de don Luis Pablo Marttáñez Giménez, bajo la
dirección de la Letrado doña Rosa Simón Muerza, mediante escrito
presentado ante el Juzpdo de Guardia el 13 de enero de 1986 y
registrado en este Tribunal con fecha 20 de enero de 1986, contra
la Sentencia dictada por el Tribunal Central de Trab'\io de 9 de
octubre de 1985, aclarada por Auto de 20 de noviembre de 1985,
conociendo en suplicación del Auto de la Magistratura de Trabajo
núm. 1 de Madrid de 15 de marzo de 1985. dictado en ejecucion
de Sentencia de despido de dicha Magistratura de 20 de diciembre
de 1984.

Han sido parteS en este proceso constitucional, además del
solicitante de amparo, el Ministerio Fiscal y don Rafael Hurtado
Sanz de Lezaun, representado por la Procuradora doña María del
Pilar García Gutiérrez, asistido del Letrado don José Manuel
Durán Fuentes, y ha sido designado Ponente el Magistrado don
Miguel Rodríguez.Piñero y Bravo-Ferrer, quien expresa el parecer
de la Sala.

1. ANTECEDENTES

1. El hoy solicitante de amparo fue despedido el 24 de
septiembre de 1984. Impugnado oportunamente dicho despido, el
mismo fue declarado improcedente por Sentencia de la Magistra­
tura de Trabajo núm. 1 de Madrid de 20 de diciembre de 1984. que
condenó al empresario don Rafael Hurtado Sanz de Lezaun a su
elección o a la readmisión del trabajador o a abonarle una
determinada indemnización. En resolUCIón del recurso de aclara·
ci6n interpuesto por el hoy solicitante de amparo se precisó por
dicha Magistratura, en Auto de 25 de enero, la cifra de la
indemnización principal. No fue recurrida dicha Sentencia por el
empresario señor Hunado Sauz de Lezaun.

El señor Hunado. por escrito de 25 de enero de 1985, manifestó
su decisión de readmItir al trabajador, de la que se dio traslado a
la representación de la parte recurrida el 6 de febrero. Por telegrama
de 29 de enero de 1985. el señor Hunado ordena al señor Martiáñez
la reincorporación a su puesto de trabajo el día 30 de enero en la
finca «Encomienda Mayor de Castilla». contestándole el 29 de
enero el señor Martiáftez comunicándole que, conforme al arto 208
de la Ley de Procedimiento Laboral, se reincorporará el sábado 2.
solicitando además el abono de los salarios de tramitación. El 2 de
febrero se reincorpora a su puesto dé trabajo don Luis Pablo
Martiáñez Giménez. Entendiendo el hoy solicitante de amparo que
la falta de abono de los salarios de tramitación por parte del
empresario, la falta de vivienda. por estar inhabitable aquella en
que venía alojándose habitualmente. y el habérsele encargado
trabajos de poda de árboles, que no había realizado hasta entonces,
habiendo manifestado el empresario a otros trabajadores que no
atendieran las órdenes del señor Martiáñez, convertían la readmi­
sión en irregular, se dirigió por escrito de S de febrero a la
Magistratura de Trabajo, en el que, de acuerdo a lo dispuesto en los
arts. 209 y siguientes de la Ley de Procedimiento Laboral,
solicitaba la ejecución del fallo de la Sentencia dietada a la vista del
carácter irregular de la readmisión.

Por telegrama de 13 de febrero de 1985. el señor Hunado le
comunica al señor Martiáñez el despido de la Empresa. El día 19
de febrero de 1985 se notifIcó al señor Hurtado el Auto de
aclaración de la Sentencia. quien el 21 de febrero comparece ante
la Magistratura ratificando la opción en favor de la readmisión, y
por telegrama de 25 de febrero dirigido por el señor Hunado al
señor Martiáñez, le solicita que se reincorpore a su puesto de
trab'\io. Esta segunda reincorporación se produjo el día 28 de
febrero de 1985. fecha en la que el solicitante de amparo requiere,
por escrito, al empresario para que le abone los salarios de
tramitación, le proporcione la vivienda; que había venido ocupando
siempre en la finca, en peñectas condiciones de higiene y de
habitabilidad, y lo reincorpore en el mismo puesto de trabajo que
venía desempeñando antes de producirse el despido. con las
funciones, facultades y atribuciones que habría terudo siempre y
que eran inherentes a dicho cargo, sin obligarle a realizar trabajos
que no son de su categoría profesional, ni tiene capacitación para

hacerlos. Por escrito de 1 de marzo de 1985. el hoy solicitante de
amparo comunica a la Magistratura de Trabajo que en su ~Incor·
poración al trab'\io, de 28 de febrerC!. se habían prodUCIdo las
mismas circunstancias que las denunciadas en su escnto d~ 5 de
febrero actual, consistente en la falta de abono de los salanos de
tramitación, la falta de vivienda habitable yel no respeto de sus
funciones, por lo que esta segunda readm,SIón ha SIdo tambl~n

i~ular. no habiendo variado las circunstancias anteriores. que
origmaron la petición de ej«ución de la ~tencia ante la Ma81stra­
tura, solicitando se mantenga el señalamiento para la comparecen·
cia acordada de 13 de marzo de 1985.

El 13 de marzo de 1985 conparecen ante la Magistratura los
señores Martiáñez y Hurtado en el incidente de no readmisión,
sosteniendo el primero el carácter irregular de la readmisión, y
sosteniendo el segundo que la readmisi6n habia sido regular. pues
las funciones encomendadas eran las propias de su categolia. y que
ha habido ahandono de trahajo de acuerdo a la doctrina del
Tribunal Central de Trab'\io, en su Sentencia de 20 de m.yo de
1981. Por Auto de 15 de marzo de 1985¡ la ~~stratura de T!"bl\io
núm. l de Madrid d«laró e.tinguida a relacIón laboral elUstente
entre el señor Martiáñez Gim~nez1. l. Empresa RafJlel Hurtado
Sanz de Lezaun, fijando en 2.01 .187 pesetas el concepto de
indemnización, y en 476.900 pesetas el concepto de aquellos
salarios de tramitación desde la fecha del despido hasta la presente
resolución.

Dicho Auto fue recurrido en suplicación por la Empresa
demandada al amparo de lo dispuesto en el arto 1.52. 1 del te.to
refundido de la Ley de ProcedilDlento Laboral. por mapltcaClón del
arto 23.2 del Convenio Colectivo de Trab'\io en el campo de la
provincia de Madrid, que incluye, dentro de las funciones del
encargado. las faenas cotidianas de e.plotaeión, y del arto 209 de la
Ley de Procedimiento Laboral. pues no habri. ..islido una
readmisión irregular, sino «UD deseo y posterior realizacióJ;1: del
mismo, de e.tinguir la relación laboral». dadas las pretenstones
expresamente manifestadas por el actor, como preVIas a la renova·
ción de la relaeión laboral, de e.igir el abono de los salarios de
tramitación y el uso de la vivienda. El actor se habría negado a
realizar el trabajo con el pretexto de no corresponder a su categoría,
pues las faenas encomendadas al presentarse el demandante en el
lugar de trab'\io corresponderlan a su catesolia laboral. si~ndo
ajenas además a la relación laboral otraa funciones que realizaba
antes el trab'\iador. La resolución del contralo de trabajo con
derecho a indemnización exige que se mantenga viva la relación
laboral, como afirma la Sentencia del Tribunal Central de Trab'\io
de 20 de mayo de 1981. no dándose el supuesto de agravio a la
dignidad personal que justificara el inmediato cese de la conviven- .
cia laboral. Se solicita que se anule el Auto, se de<:1are la
inexistencia de readmisi6n irregular y la extincióli del contrato por
abandono del trahajador.

El hoy solicitante de amparo impugna el recurso de suplicación.
primer o por razones formales, en cuanto que no cabía ~no. de
SUflicaci6n contra el Auto, al no darse los supuestos de apbcaClón
de arto 1.695 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. Sostiene además
el carácter inadeeuado de las funciones elrigidas al trab'\iador y
afirma la irregularidad de la readmisión. al no darse en la misma
las condiciones que re~an antes de producit!e el despido. La falta
de abono de los salanos de tramitación es una exigencia que la
jurisprudencia ha venido exigiendo. afirmando el propio Tribunal
Central de Trabl\io (Sentencia de 28 de abril de 1983) que ese
abono signifIca que «e1 trabajador no tiene obligación Dlnguna de
aceptar la orden empresarial, que venia a ofrecerle menos de
aquello a que tenia derecho ~n.la Le)"'. Acreditada sobrada­
mente la realidad de la readmistón irregular. corresl'?nde d«larar
e.tinguida la relación laboral y fijar la indemnizaCIón correspon­
diente al salario de tramitación. Se insiste ademú en que nO existe
dimisión por voluntad del trablliador, pues no puede hablarse de
abandono del puesto de trab'\io cuando ni siqwera ha existido la
reincorporación a dicho puesto en las debidas condiciones legales.

El Tribunal Central de Trab'\io, por Sentencia de 9 de octubre
de 1985, estima el recurso y revoca el Auto de mstanCl&. Afirma
que «con independencia de si la readmisión cuestionada ha tenido
lusar de forma irregular... es exigible que en el momento de
preverse el incidente, e incluso hasta el momento de la compare­
cencia se mantenga viva la relación laboral». 10 que no sucede
cuando el trabajador abandona su trab'lio, convirtiéndose en
definidor de su propio dereebo. El abandono sólo seria posible, sin
que tensa <!e por si efecto e.tintivo, cuando coJ1C!l1T"n.especia!es
circunstanCIas que atentan gravemente contra la lRtegndad fiSlCa
del trabajador o menoscaban su dignidad, circunstancias que no
han concurrido en este caso. «Al no haber sido entendido así ~r
el legislador de instancia, procede la revocación del Auto recumdo
con desestimación del incidente promovido. por readmisión irregu.
lar y absolución del demandado, devolVIéndole los depósitos
constituidos, en cuanto excedan los salarios devengados hasta el día
4 de fehrero de 1985. en que la ..tínción del contrato de trab'\io se
produjo por dimisión del trahajado",.



BOE núm. 71. Suplemento Martes 24 marzo 1987 47

El 11 de noviemb", de 1985, el solicitante de amparo presenta
recurso de aclaración en que se indica que la Sentencia se
pronuncia sobre extremos que no fueron objeto de debate (extin­
ción del contrato por dimIsión del trabajador), produciendo su
indefensión. Por Auto de 20 de noviemb", de 1985, el Tribunal
Central de Trabajo declaró no haber lusar al "'Curso de aclaración,
limitado sólo a la aclaración de conceptos oscuros por sufrir
omisiones, sin Q.ue· pueda servir de cauce al entrar en controversia
sob... la cor=<lón de la doctrina aplicada.

2. El demandante considera que las ",soluciones impugnadas
han violado los arts. 14 y 24.1 de la Constitución. La Sentencia del
Tribunal Central de Trabajo habría vulnerado su de"'Cbo a la tutela
judicial efectiva por ser incongruente y resolver sobre puntos
extraños al objeto del litigio, tal y como babia sido confIgurado por
el desenvolverse del debate procesal. La cuestión planteada ante el
Tribunal Central de Trabajo, que delimitaba los ténninos del
debate, era tan sólo decidir si la readmisión del trabajador babía
sido o no "'SUlar, y Uf lo establece el arto 211 de la Ley de
Procedimiento Laboral que, en su primer párrafo, p...eeptúa que
«en la comparecencia (en el incidente de no readmiSIón) la parte o
partes que concurran serán examinadas por el Magistrado sobre los
hechos concretos de la no admisión o de la admisión irregular
alepda». Si este pl'eCq)to se pone en conexión con 10 establecido
en los arts. 208 y 209 de la Ley de Procedimiento Laboral, el
Tribunal Central de Trabajo sólo podía pronunciarse, o bien en el
sentido de que no babia babido i=gularidades en la readmisión o
que las babia habido, en cuyo caso debería declarar ","uelta la
relación y condenar al empresario al abono de la indemnización
compensatoria prevista en esos mismos preceptos. Pues bien, pese
a lo anterior, el Tribunal Central de Trabajo no se ba pronunciado
sobre tal cuestión y ha decidido sobre una cuestión nueva -la
admisión del trabl\iador-¡ sob... unos hechos que no se declararon
probados en el Auto de Magistrado "'Currido en suplicación y
sobre los 9ue el demandante de amparo ni fue oído ni pudo alegar
lo convemente para su derecho. Y todo ello con fundamento en una
doctrina legal elaborada para casos completamente distintos a! que
nos ocupa.

Del p,rin9ÍPio de !aualdad en la aplicación de la Ley (art. 14 de
la ConStltuclón), entiende el recurrente que la vulneraCIón conslsti-

. ría en haber ignorado una larp. Unea junsprudencial que considera
que «la alteración o modificación de las condiciones anteriores al
despido», «la no percepción de los salarios de tramitación devenga­
dos hasta el momento de la "'incorporación del trabajador», «el
menoscabo de la dignidad del trabajador y el cambio de puesto de
trabaio» son circunstancias que justifican al trabajador para recha­
zar el requerimiento empresarial de incorporarse al trabajo, y esta
línea jurisprudencial no se ba aplicado en el caso. Ello ","ulta tanto
más extrado cuanto que no bay precepto legal que obligue al
trabajador ",admitido a aceptar, aun cuando sea temporalmente, la
readmisión en cualesquiera condiciones que el empresario consi­
dere oponuno.

Por lo anterior, solicita de este Tribunal diete Sentencia en la
que se dec"'" la nulidad de la dictada por el Tribunal Central de
Trabl\io de 9 de OClub", de 1985, «reconociendo expresamente el
derecho del recurrente en amparo a que se diete por dicho Tribunal
una résolución fundada en derecho, que sea congruente y acorde
con el objeto del procedimiento», así como los restantes pronuncia­
mientos que en Derecho procedieran.

3. Por providencia de 19 de marzo de 1986, la Sección acordó
conceder un plazo común de diez dias al solicitante de amparo y
al Ministerio Fiscal para la fonnulación de alegaciones sobre las
posibles causu de madmisibílidad del arto 50.2, b), de la Ley
Orgánica de este Tribunal, por cuanto la demanda pudiera carecer
de contenido constitucional, y la del arto 50.2, b), en relación con
el 49.2, al, por no acompañarse con la demanda el documento que
acredita la representación del solicitante de amparo.

Dentro de dicho plazo, el solicitante de amparo subsanó el
defecto de representación, y en su escrito de alegaciones, insiste
sobre la incongruencia de la Sentencia del Tribunal Central de
Trabajo, la cuestión planteada era la de si la readmisión llevada a
cabo por el empresario. había sido correcta o no, en cuyo último
caso habría de reconocerse indemnización sustitutoria, prevista en
el arto 211 de la Ley de Procedimiento Laboral. Pero la sentencia
impugnada no entra a conocer esto, y por contra, declara que se ha
producido extinción del contrato de trabajo por voluntad del
trabajador, en función del arto SO del Estatuto de los Trabajadores,
cuestión planteada por primera vez en el recuno, ajena al mismo
y sobre la cual no· ha tenido ocasión de pronunciarse el actor
produciéndosele asi la mts absoluta indefensión.

El Tribunal Central de Trabaio habria incurrido además en
desigualdad en la aplicación de la Ley, puesto que ba resuelto
situaciones i¡uales a la planteada de forma distinta a la que ahora
se impuJ11a. No existe analogía entre los supuestos citados por el
propio Tribunal con el planteado en el caso, ~ ·en casos idénticos
al presente, tanto el Tribunal Central de TrabajO como el Tribunal

Supremo se han pronunciado de forma contrana, Citando diversas
Sentencias del Tribuna! Central de Trabajo y el Tribunal Sup",mo
que han considerado que la existencia de una readmisión i~lar,

no restituye la relación laboral y equivale a la no readm.lSión.
También el Tribunal Central de Trabajo ha contemplado como
causa de abandono el menoscabo en la dignidad del trabajador y el
cambio de puesto de trabajo. De todo lo anterior se deduciría que
existe una relación directa e inmediata de causalidad entre la
Resolución del Tribunal Central de Trabajo impu~da y la
vulneración de los derechos constitucionales establecldos en los
artículos 14 y 24 de la Constitución, por lo que DO puede decretarse
la inadmisibilidad del recurso.

El Ministerio Fiscal, aparte de señalar los defectos subsanables
en el documento que acredita la representación del solicitante de
amparo, ","pecto a la causa de inadmisibilidad del arto 50.2, b),
estima que el demandante deberla haber acompañado al Auto
dictado por la Magistratura de Trabajo y los escritos de interposi~

ción del recurso de suplicación y de impugnación del anterior, para
conocer si, efectivamente, se produjo indefensión. No será acepta·
ble la vulneración del ano 14 de la Constitución, pues no se han
aportado al Tribunal términos de comparación, ","pecto a la
desigualdad denunciada; además, 10 decidido en taJes Sentencias,
no contradice lo resuelto en la Sentencia del Tribunal Central de
Trabajo recurrida, pues en ésta se niega la legalidad en la conducta
del trabajador, que se opone a ser readmitido en las condiciones
establecidas por el empresario, por lo que los supuestos fácticos no
serían idénticos. Solicita por ello la inadmisión del recurso.

4. Por providencia de II de junio de 1980, la Sección acordó
admitir a trámite la demanda de amparo, tener por parte aetora a
don Luis Pablo Martiáiiez Giménez y, en su nombre y representa­
ción, a la Procuradora doña Raquel García Moneva, dirigir atenta
comunicación al Tribunal Central de Trabajo y a la Magistratura
núm. l de Madrid, interesándole se remitan las actuaciones,
certificación o fotocopia debidamente adverada de ellas, y se
emplace a don Rafael Hurtado Sanz de Lezaun, por si desea
comparecer y sostener sus derechos.

Por escrito de I de julio de 1986, don Rafael Hurtado Sanz de
LezauD comparece, solicitándole que se le tenga por personado,
comparecido y parte, como demandado en el presente recurso de
amparo.

Por providencia de 24 de septiembre de 1986, la Sección acordó
acusar recibo de las actuaciones recibidas del Tnbunal Central de
Trabajo y de la Magistratura de Trabajo núm. 1 de Madrid, unir
a las actuaciones el escrito de comparecencia del señor Hunado
Sanz de Lezaun, y otorgar un l'lazo común de veinte días a la
solicitante de amparo, al requendo y demandado señor Hurtado
Saoz de Lezauo, y al Ministerio Fiscal, para la formulación de
alegaciones.

S. La representación del solicitante de amparo presenta escrito
en que se ratifica y reitera en lo ya manifestado en sus anteriores
escntos y solicita se otorgue el amparo a lo solicitado.

Doña Maria Pilar García Guti~""z, Procuradora de los Tribu­
nales, en nomb", y reP""entación de don Rafael Hurtado Sanz de
Lezaun, según acredita con la escritura de poder que acompaña,
formula escrito de alegaciones en el que se afirma que no ha
existido violación de. la tutela efectiva de los Tribunales, al no
haber existido incongruencia, pues la Sentencia del Tribunal
Central de Trabajo es perfectamente fundada en Derecho. y el
recurrente ha teDJdo oponunidad, plenamente aprovechada en el
incidente de ejecución y la impugnación del recurso de suplicación
de solicitar el reconocimiento judicial de sus intereses, habiéndose
hecho aplicación efectiva del principio de contradicción tanto en
Magistratura como en el recurso de suplicación. No ha habido
incongruencia que de haber existido carecería de relevancia consti­
tucional. Además, la Sentencia del Tribunal Central de Trabajo es
absolutoria'j en este caso, según el Tribunal Supremo, no puede ser
tacbada de mcongruencia. El Tribunal Central de Trabajo, al tener
que declarar el contenido de la obligación de readmitir, ba decidido
sobre una cuestión nueva, pero tal decisión no entraña la violación
denunciada ahora y tampoco la argumentación esgrimida ahora en
contra de esta decisión es nueva, ya Que fue invocada anterior­
mente y contestada en la impugnación del recurso de suplicación
y expresamente rechazada por el Tribunal Central de Trabajo en el
primer fundamento de Derecho de su Sentencia al decir «es claro
que cuestiones no debatidas en el proctSO», con lo que se da uno
de los supuestos legales de procedencia. .

Tampoco se habría producido violación del principio de igual·
dad, pues eIlo de ninguna manera se deduce de las Sentencias
invocadas de contrarias y. dictadas por el Tribunal Central de
Trabajo. Aún más. el Tnbuna! Central de Trabajo ha aplicado,
como la Sentencia detalla, su propia doctrina y ha exigido que en
el momento de la comparecencia se mantenga viva la relación
laboral, excluyendo así que el demandante se convierta en Juez de
·su propia causa. Si no se hubiera pronunciado así el Tribunal
Central de Trabajo hubiera violado así el principio de igualdad. La
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asimilación entre la. readmisión i.n:c¡ular -cuan<;l.o exiS1e- y la
modificación sustancial de las condiciones de trabajO del arto SO del
Estatuto de los Trabl\iadores es perfectamente válida y lógica, por
lo Que resulta totalmente ajustada a Derecho la aplicación de la
doctrina contenida en las anteriores Sentencias del Tribunal
Central de Trabl\io de 9 de octubre de 1979, 25 de febrero y 20 de
mayo de 1981.

6. El Ministerio Fiscal realiza algunas precisiones acerca del
derecho material sustantivo sobre el que recae el debate. Declarado
el despido como improcedente, si ~l empresario optara ~r.la
readmIsión, ésta puede ser declarada UTegUlar cuando las condiCIO­
nes anteriores al despido no sean respetadas. El arto 211 de la Ley
de Procedimiento Laboral precisa que, en la comparecencia, la
parte o partes serán examinadas por el Magistrado sobre los hechos
concretos de la DO admisión o de la admisión irregujaf alegada. El
Auto que pone fin al incidente de ejecución debe decidir si la
readmisión ha sido O no irregular, si se estima tal irregularidad se
declararía resuelto el contrato de tramuo con las secuelas legales
derivadas de tal medida. Si el trabajador, ante las nuevas condicio­
nes Que estima que le son impuestas abandona sus funciones
laborales. podría entrar en juego la causa de extinción laboral por
voluntad del trabajador prevenida en el art: 50 del Estatuto. de los
Trabajadores, salvo que lDcumera en es~alesctreUostancIas que
denotan grave atentado contra la intep1dad fisica del trabajador y
supongan un notorio agravio de su dignidad personal.

Afirma Que no cabe duda Que la cuestión rrevia de si mantenía
viva la relación laboral puede suscitarse en e debate del incidente
de readmisión o en el recurso de suplicación que pudiera interpo­
nerse contra el Auto que pone fin a aquel incident~. La representa-_
ción del señor Hurtado alegó en la comparecencIa preVIa que la
readmisión no pudo llevarse a cabo por la persistente actitud del
trabajador señor Martiáñez de no reincorporarse al trabajo, y al
formular el recurso de suplicación, nuevamente ale¡c) este argu­
mento del abandono laboral del trab'liador. Por parte de la
representación del señor Martiáñez se combatió la alegación
anterior en la previa comparecencia al incidente de readmisión y de
igual forma se contrargumerttó en oposición al recurso de suplica·
ción. No puede argumentarse así que hubiera indefensión por
cuanto éste fue uno de los motivos de la batalla argumental tanto
en el incidente de readmisión como en el recurso de suplicación, y
en una y otra fase pudo argumentar cuanto convino a su derecho
incluso para poner prueba. Tampoco hizo advertencia alguna de
que se estaba produciendo, aunque fuera sólo argumentalmente.
una extralimitación respecto del recurso. La decisión del Tribunal
Central de Trabajo de examinar previamente si se habia producido
o no el abandono de sus obligaciones por parte del trabajador es
legalmente atinente para establecer el marco en el que se inscribe
la calificación de irregularidad en la readmisión. pues ,P:8rece lógico
que el empresario pueda alegar que lo que ha ocumdo es que el
trabajador no desea el reincorporarse a su puesto de trabajo. La
Sala Segunda del Tribunal Central de Trabajo razonó lesal y
jurisprudencialmente en tal decisión el examen previo de la
posibilidad del abandono laboral, y el acierto o no de tal decisión
es cuestión de mera legalidad' ordmaria.

En el supuesto de Autos no se produjo ninguna alteración
su<¡tancial de los términos del debate. ni se advierte una distonía
entre los términos en que las partes formaran sus pretensiones y la
parte dispositiva de la Sentencia recurrida. De todo ello se deduce
que tampoco aquí se produjo indefensión alguna.

Respecto a la vulneración del derecho constitucional a la
igualdad, estima que. del examen de las Sentencias citadas por el
recurrente, no se deduce que alli se hubiera estimado como
cuestión inexcusable en un incidente de ejecución el analizar,
habiéndose alegado el posible abandono del trabajador de su puesto
de trabajo. Admitiendo el examen del abandono laboral en la
citada Sentencia, concurriendo estas circunstancias en el caso de
autos, no se hubiera calificado como abandono la conducta del
trabajador. Por contra, la propia Sentencia recurrida cita Sentencias
en apoyo de su tesis. En el supuesto de autos, y con base lesal: y
jurisprudencial, la Sala Segunda del Tribunal Central de TrabajO ha
apreciado, valorado y razonado los hechos que justifican su
decisión. En todo caso, la posible y radical discrepancia se ha
justificado en el razonamiento que contiene la propia Sentencia.

Por todo lo anterior, el Ministerio Fiscal interesa se dicte
Sentencia por la que se acuerde denegar el amparo.

7. Por providencia de 26 de noviembre de 1986, se señaló para
deliberación y votación del presente recurso de amparo el día 2S de
febrero de 1987, a las once horas, y se designó Ponente al
Magistrado don Miguel Rodriguez-Piñero y Bravo-Ferrer.

11. FUNDAMENTOS JURIDICOS

l. El solicitante de amparo impusna en la demanda tanto la
Sentencia dietada par el Tribunal Central de Trab'lio como el

posterior Auto denegatorio de la aclaración pedida, entendiendo
que una y otro infringen los derechos fundamentales reconocidos
en los arto. 24.1 y 14 de la Constitución. Sin embargo, los
ar¡umentos de la demanda Ydel posterior escrito de alegaciones se
centran en el análisis de la Sentencia; el Auto resolutono del
llamado «recUrso de aclaración» se limita a aplicar el arto 188 de la
Ley de Procedimiento Laboral, esti~do que. ~lo permite \a
aclaración de los conceptos oscuros, suplir las omlslo,nes o co~
errores materiales y aritméticos manifiestos en resoluciones judiCia­
les definitivas, sin que nunca, como en tal Auto acertadamente se
dice, pueda servir de cauce «para entrar en controversia sobre la
corrección de la doctrina aplicada, ya que ello, además de desnatu­
ralizar la finalidad del recurso, constituirla en indefensión a la
contraparte y atentarla al principio antes dicho de invariabilidad de
las resoluciones judiciales definitivas por el propio órgano que las
baya dietado". La impugnación de dicho Auto carece asi de
~Ievancia.aut~noma, ya que ni se ~ den~ciad~ ning.una viola­
CIón conStituCIonal especifica del mismo, m' el TnbunaI 'ha hecho
otra cosa que aplicar de forma razonada la le¡¡islación procesal
correspondiente, a la luz, además, de los principIOS constituciona­
les. En consecuencia, el examen de la pretensión de amparo habrá
de centrarse exclusivamente en el análisis de la Sentencia de la Sala
Segunda del Tribunal Central de Trabl\io de 9 de octubre de 1985.

El adecuado examen del asunto requiere, por lo pronto, precisar
que dicba Sentencia recayó en un recurso de suplicación formulado
por un empresario demandado contra un Auto de la Magistratura
de Trabajo de instancia, a su vez dictado en un procedimiento de
ejecución de una Sentencia firme de despido, la cual lo babia
declarado improcedente. Habiendo optado dicho empresario por la
readmisión Y"habiéndose producido, el trabl\iador, ahora so.liCltante
de amparo, estimó que el empresario babia in~urrido en readmi­
sión irregular y soliCltó de la Magistratura de Trabajo la ejecución
de la Sentencia de despido, a lo que accedió el mencionado AUla,
que sustituyó o transformó la no ejecutada condena a la readmisión
impuesta en la Sentencia por la imposición del abono al trabl\iador
de la indemnización legalmente tasada.

La controversia de oriFn se suscita, pues, en relación con la
ejecución de una SentenCIa, y el que se trate de un proceso de
ejecución" o una fase de ejecución de la Sentencia por despido, es
el argumento central que se utiliza por el recurrente para la
fundamentación de los motivos del amparo.
~ el recurrente, la Sentencia del Tribunal Central de

TrabajO no babria entrado a conocer del único objeto de estos
incidentes de ejecución de Sentencia del despido, en los Que, de
acuerdo a los arts. 208 a 211 de la Ley de Procedimiento Laboral
la única cuestión que puede ventilarse es, si el empresario ha·'
cumplido o no debidamente lo ordenado en la ejecutoria, en
concreto, la obligación de readmisión por la que optó tras la
Sentencia en el caso elliuiciado. Se dice que el Tribunal Central de
Trabl\io no entró a conocer de tal objeto del proceso y, además, se
desvia de él al decidir sobre una cuestión nueva -la extinción del
contrato de trabl\io por dimisión o abandono del trabajador antes
de promover el incidente de ejecución-, cuestión que era ajena a 10
debatido apoyándose en hechos no declarados probados, por lo que
incurrió en incongruencia ocasionando indefensión. con violación
del derecho fundamental reconocido en el art. 24.1 de la Constitu­
ción. Por otro lado, el Tribunal Central de Trabajo, en esta
Sentencia, babria discrepado abiertamente de su reiterada y uni­
forme jurisprudencia, y pretende que el trabajador acepte, sin la
previa decisión y definición de la Magistratura de Trab'lio, las
condiciones en que el empresario, arbitraria y unilateralmente, le
imponga en la readmisión. Ello constituye una quiebra del princi­
pio y del derecho de igualdad ante la Ley reconocido en el arto 14
de la Constitución.

Para analizar estas presuntas violaciones de derechos constitu­
cionales es conveniente BVUparlas en tres apartados: En primer
lugar, examinar si ha existIdo la indefensión por no contradicción
denunciada; en segundo lugar, si ba babido o no una desviación del
objeto propio de la fase de ejecución de la Sentencia de despido que
pudiera haber lesionado el derecho a la tutela judicial del arto 24.1
de la Constitución, y, finalmente, si en este caso la Sentencia ha
resuelto de forma distinta y ha aplicado de forma desigua1la Ley
a como lo ha hecho anteriormente en supuestos equiparables,
violando en tal caso el arto 14 de la Constitución.

2. La indefensión por no contradicción alegada, considerada
en si misma y sin tener en cuenta el objeto propio del incidente de
ejecución, no ha existido en el presente caso, pues, como sostiene
el Ministerio F=ono se ha dado propiamente un desajuste entre
lo realmente al , pretendido y debatido por las partes, de un
lado, y lo resuelto por el Tribunal Central de Trabajo, de otro. Ello
es ... porque el empresario alegó en la comparecencia ante la
Magistratura y reiteró en el escrito de recurso que había existido
abandono y dimisión del trabl\iador. Pudo, por ello, el trabajador
defenderse y, además, lo hizo efectivamente en su escrito de
oposición al recurso de suplicación dedicándQle el núm. 3 de su
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a1epción tercera, donde se ""tuvo que «DO existe resolución de
contrato de trabajo por voluntad del trabl\iador, basada en el
abandono del puesto de trabajo, como maliciosamen~ afirma la
RCUfI'1Ont.,.. Como dijera la Sentencia de .23 de jubo. !k 1981,
«nadie debe ser afectado en sus derechos e Intereses legIumos por
una Sentencia sin que haya podido defenderse», pero en el prese!lte
caso, tal posibilidad de defensa ba existido. El actor.ha .tenldo
oportunidad de ser oído en el proceso, ha podido cJeratar en
exposición dialéctica sus alegacione.s y justi~car sus derech~s. e
intereses para que le fueron reconocidos, repltcando a las ~SICIo­
nes contrarias y ejercitando así el indispensable prinClpio de
conuadicción.

El ltecbo de que el Tribunal, al decidir el recurso contra la
resolución del órgano inferior, haYi!L llevado ~ cabo una nueva
valoraci6n de los hechos o UDa remterpretaclón de las normas
jurídicas aplicables al caso, cualquiera que sea el ajuste que ello
tenga con la legalidad ordinaria a que el recurso esté so.metido,
como dijera el Auto de 24 de noviembre de 1982, DO constItuye de
por sí lDdefensión. En consecuencia, .ha de ser. rechaz~do este
motivo del recurso de amparo relauvo a la tndefenslón por
inobservancia del indispensable principio de contradicción.

3. Junto a este pretendido desajuste entre lo realmente ale­
pdo, pretendido y debatido por las partes y lo resuelto por el
TnDunaI. se denuncia también una inadecuación o desajuste entre
el objeto propio del incidente de ejecución en su configuración legal
y la resolución dictada por el Tnbuna1 Central de Trabajo.

En la configuración 1ep1 de este incidente de ejecución de
Sentencia por áespido se advierte. desde luego, esa limitación del
objeto a que el RCUfI'1OOte alude y que es consustancial a todo
proceso de ejecución que sólo permite una cognitio limitada. La
peculiaridad de este incidente reside no sólo en su específico objeto
~nocer si se ha producido o DO en fOI1Jl8» la readmisión-, sino
sobre todo en las consecuencias de la declaración de inexistencia de
una admisión regular, puesto que el Auto judicial transforma la
condena inicial a la readmisión -8 la revocación del despido y al
restablecimiento del contrato de trabajo-, en la condena al abono
de una indemnización que sustituye a la inadmisión. Corresponde
al Juez laboral determinar si ha eXistido o no admisión o si ésta ha

--sido irregular, y decidir. en consecuencia, el sustituir o no la
·readmisión por una indemnización. Se trata de un problema de
. \e¡a1idad ajeno, en principio, al ámbito de lo constitucional, salvo
la implicación que ello pueda tener con el derecho fundamental a
la ejecución de las Sentencias, derecho que ha sido reconocido en
numerosas deciliones de este Tribunal. como formando parte del
contenido del art. 24.1 de la Constitución (Sentencias 32/1982, de
7 de junin; 61/1984, de 16 de mayo; 67/1984, de 7 de junio;
109/1984, de 26 de noviembre; 65/1985, de 23 de mayo; 106/1985,
de 7 de octubre; 155/1985, de 12 de noviembre; 176/1985, de 17 de
diciembre; 15/1986, de 31 de enero, y 33 y 3411986, de 21 de
febrero).

De este modo. la admisión de causas obstativas del éxito de la
pretensión del trabl\iador, al suponer la inejecución de la Sentencia
misma y poder tener relevanci. constitucional, debe ser examinada
con las mayores cautelas, dado que al derecho a Ja ejecución de las
Sentencias le es a~licable también el principio pro actione que
inspira otras mamfestaciones del art. 24. J. Una decisión de no
ejecución de una Sentencia habrá de apoyarse así en la concurren­
CIa de una causa prevista por una nonna legal, pero interpretada a
su vez en el sentido más favorable a tal ejecución. sin que sea
constitucionalmente válida la inejecucióno la no resolución sobre
el fondo de la pretensión de ejecución, salvo que así se decida
expresamente en resolución motivada (Sentencia 155/1985. de 12
de noviemQre), en aplicación de una causa prevista por una nonoa
legal y no interpretada restrictivamente. La denegación de la
ejecución no puede ser, pues, arbitraria ni irrazonable ni fundarse
en una causa inexistente, ni en una interpretación restrictiva del
derechn fundamental.

No le incumbe a este Tribunal, en su limitada facultad revisora,
determinar la existencia o inexistencia de los hechos que se
subsumen en la nonna y en virtud de los cuales se acuerda la
inejecución, pero, partiendo de los hechos resultantes de las
actuaciones judiciales. puede examinar la calificación jurídica que
de ellos hace el órgano judicial, a la luz del derecho constitucional
relevante en este caso, el derecho a 1& ejecución de la Sentencia.
Desde esta perspectiva hemos de examinar si la decisión del
Tribunal Central de Trabajo ba cumplido las exigencias neoesarias
para. que se entienda respetado el derecho fundamental del actor a
la ejecución de la Sentencia originaria de despido.

El Tribunal Central de Trabajo ba revocado el Auto de
~traturaque babía condenado al empresario, por entender que
haba existido un abandono o dimisión del trabajador que habría
extinguido el contrato de trabajo, y con ello el derecho a reclamar
del trabajador. Tal resolución es razonada y está suficientemente
fundada, y no puede entenderse que. como tal, haya supuesto una
infracción del derecho constitucional a la ejecución de la Sentencia,

pues no corresponde a este Tribunal examinar la corrección de la
lOterpretación del arto 50 de la Ley del Estatuto de los Trabajadores
o la calificación como manifestación de voluntad de una conducta
del trabajador. En consecuencia, no ruede decirse que la Sentencia
aquí impugnada haya vulnerado e derecho constitucional a la
ejecución de la Sentencia. pues se trata de una resolución motivada
y fundada en una causa legal existente, que no parece haya sido
mteIl'retada con el fin exclusivo de excluir la ejecución de la
Sentencia de origen. .

Resta. sin embargo. el problema de la posible inadecuación del
procedimiento. Según el solicitante de amparo, el único pronuncia·
miento posible en este tipo de procedimiento seria el relativo a la
existenc18 o no de nueva admisión regular. No obstante, como el
objeto fundamental de este incidente es comprobar precisamente el
cumplimiento o no de la condena y la imputabilidad de esa falta
de cumplimiento al empresario, el Juez que conoce del asunto
también podría examinar otraS circunstancias que le permitieran
deducir que no ha habido un incumplimiento de la Sentencia
imputable a ese empresario. Nada se opone así a que el órgano
judicial que conoce de la ejecución pueda tener en cuenta. como
cuestión previa, la existenCia de hechos obstativos a la readmisión
efectiva no imputables al empresario, sino imputables al propio
trabajador, que por su voluntad o su conducta impidiera que
tuviera lugar la nueva admisión intentada por el empresario. En tal
caso, el Tribunal podrá declarar. para no imponer la indemnización
sustitutoria al empresario, que no ha habido «incumplimiento de
la readntisiÓD».

Estos hechos obstativO$, sin embar¡o, han de referirise a
momentos anteriores al del cumplimiento de la Sentencia, esto es
al de la readmisión. En efecto, según jurisprudencia consolidada del
Tribunal Supremo y la doctrina del Tribunal Central de Trabajo.
la relación laboral a consecuencia del acto empresarial de despido
se encuentra «Tata» y el «restablecimiento» del contrato de trabajo
sólo tendrá lugar cuando haya una readmisión y, además. ésta sea
«regular». En consecuencia, dado lo limitado del objeto específiCO
del procedimiento (art. 211.1 de la Ley de Protección Laboral) y la
limitación consecuente de las posibles alegaciones y pruebas a
aportar. la decisión judicial no puede ir más allá del examen del
tema del cumplimiento de la Sentencia. sin que pueda entrar a
examinar conductas posteriores a la nueva readmisión. pues.
realizada ésta «en fonnu, la Sentencia de despido ha de estimarse
cumplida en sus justos términos, y agotado el objeto del incidente
relativo a su ejecución.

En el presente caso. en que era claro que la readmisión se habia
realizado efectivamente y sólo se discutía su regularidad. el
Tribunal Central de Trabajo ha entrado a conocer de cuestiones
distintas a la de la propia ejecución de la Sentencia, como es la de
la exigencia de permanencia en el puesto de trabajo del trabajador
que se considere «irregularmente» despedido. Al afirmar ésto. el
Tribunal no sólo está excediendo del objeto propio del proceso de
ejcución al entrar en la calificación como manifestaciones negocia­
les de voluntad de conductas del trabajador ¡xm:eriores a la nueva
admisión, sino que, además. está lesionando los derechos de
defensa del solicitante de amparo, dado la limitación de medios
probatorios y de alepciones q,ue corresponde al procedimiento del
arto 211 de la Ley de Procedimiento Laboral.

La calificación como manifestación neaocial de voluntad de
conductas del trabajador. posteriores a la nueva admisión. tendría
que haberse ventilado en un proceso laboral ordinario. sin limita­
ción de objeto. con amplia posibilidad de prueba. y en el que.
además, podrían haberse tomado en consideración. pues podian ser
relevantes a efectos de calificar la conducta del trabajador. todos los
incidentes posteriores (nuevo despido, nuevo ofrecimiento de
admisión, nueva readmisión fallida) • la primera readmisión y que
no pudieron ser tenidos en cuenta por el Tribunal, el cual, por el
objeto especifico del procedimiento, hubo de limitarse a examinar
sólo los hechos relativos a la primera readmisión.

La Sentencia, al entrar así a conocer de un asunto ajeno al
propio proceso de ejecución. ha producido objetivamente una
Indefensión al JOlicitante de amparo. el cual. por las propias
características del procedimiento de ejecución de Sentencia de
despido. no ha podido contar con los medios probatorios ni la
amplitud de aI~iones y de examen de los hechos que correspon­
derían a un juiCiO ordinario. Debe, por ello, estimarse el recurso y
restablecerse al actor en su derecho a que no se le produzca
indefensión, lo que exiae que el órgano judicial se limite a examinar
el fondo de su solicitu~ de ejecución y se pronuncie, como exige el
art. 211 de la Ley de Procedimiento Laboral, sobre si resulta o no
acreditada la no admisión o la admisión irTe¡Jular o, en su caso, si
la no admisión DO es imrutable al empresano.

Habiendo estimado e amparo por este motivo. no resulta ya
necesario entrar ni en la alepción de que se han tenido en cuenta
en la decisión hechos no declarados probados, ni en la alegación de
que la Sentencia del Tribunal Central de Trabajo se habría apartado
de una línea jurisprudencial finne. lo que significaría una desigual
aplicación en la Ley. vedada por el arto 14 de la Constitución.
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FA LLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional.
POR LA AUTORIDAD QUE .LE CONFIERE LA CONSTITU­
CION DE LA NACION ESPANOLA,

Ha decidido:

Estimar el amparo solicitado por don Luis Pablo Martiáñez
Giménez, y en su vinud,

l. Declarar la nulidad de la Sentencia dictada por la Sala
Segunda del Tribunal Central de Trabajo de 9 de octubre de 1985
en el recurso núm. 1507/1985, y el Auto del mismo Tribunal de 20
de noviembre de 1985 en cuanto declara firme dicha Sentencia.

Pleno. Recurso de amparo núm. 197/1986. Sentencia
núm. 3411987, de 12 de marzo.

El Pleno del Tribunal Constitucional, compuesto por don
Francisco Tomás y Valiente, Presidente, y doña Glona Begué
Cantón, don AOJel Latorre Segura, don Francisco Rubio Uorente,
don Luis Díez·Picazo y PORee de León, don Antonio Troyal Serra,
don Fernando García-Mon y González·Regueral, don Carlos de la
Vega Benayas. don Eugenio Diaz Eiinil, don Miguel Rodríguez­
Piñero y Bravo-Ferrer, don Jesús Leguina Villa y don Luis López
Guerra, Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 197/1986, interpuesto por el
Procurador don Antonio García Martfnez,' en nombre y representa­
ción de don Armando Gómez GÓmez. contra los Autos de la
Sección Segunda de lo Penal de la Audiencia Nacional, de 16 de
diciembre de 1985 y 16 de enero de 1986, dictados en la \Ollusa
43/1984 instruida por el Juzgado Central de Instrucción núm. 2 y
denegatorios de libertad provisional,

Ha sido parte en el asunto el Ministerio Fiscal y ha sido Ponente
el Magistrado don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, quien
expresa el parecer del Tribunal

l. ANTECEDENTES

l. Por escrito que tuvo entrada en el Registro de este Tribunal
el día 24 de febrero de 1986, don Antonio Garcia Martínez.
Procurador de los Tribunales, interpuso, en nombre y representa­
ción de don Armando Gómez Gómez, con asistencia de Letrado,
recurso de amparo contra los. Autos de fecha 16 de diciembre de
1985 y 16 de enero de 1986 dictados por la Sección Segunda de lo
Penal de la Audiencia Nacional, e... la causa 43/1984 instruida por
el Juzgado Central de Instrucción núm. 2, y denegatorios de la
libertad provisional del demandante de amparo.

2. La demanda de amparo se funda, en resumen, en los
siguientes hechos y alegaciones:

a) El actor fue detenido el dia 21 de mayo de 1984, ingre·
sando, tras su declaración ante la Policía y el Juzgado en la Prisión
Provincial de Hombres de Madrid, donde continuaba al interponer
la demanda de amparo.

b) Posteriormente, fue procesado. junto a cinco personas más,
por supuesto delito contra la salud pública; de todos ellos, sólo el
actor y otro más han permanecido ininterrumpidamente en pri­
sión, gozando los cuatro restantes de libertad provisional desde
meses antes de la formulación del recurso de amparo.

e) La causa se instruyó sin ninguna incidencia, señalándose
para el día 15 de noviembre de 1985 el inicio de las sesiones del
juicio oral. que no pudo celebrarse por falta de asistencia al mismo
de tres de los procesados en libertad provisional.

d) Mediante escrito de 18 de noviembre de 1985 el actor
solicitó de la Sección Segunda de lo Penal de la Audiencia Nacional
la libertad provisional, lo que había hecho con anterioridad en
diversas ocasiones, siéndole igualmente denegada por Auto de 16
de diciembre de 198'. Recurrida ta! resolución en súplica, fue
asimismo desestimada por Auto dc-16 de enero de 1986.

e) En la solícítud de líbertad provisional y escrito de recursos
de súplica mencionados, el actor sostuvo que habiéndose incoado
la causa y acocdado la prisión durante la vigencia de la Ley 7/1983,
de 23 de abril, era ésta y no la Ley 10/1984, de 26 de dIciembre,
I~ aplicable; por lo que, dado el tiempo transcurrido, procedía su
lIbertad si cumplía las condiciones de aquélla; a la insistencia en

2. Reconocer el derecho del solicitante de amparo a la tutela
judicial efectiva establecido en el art. 24 de la Constitución y en
concreto a que no se le produzca indefensión y a obtener un
pronunciamiento que verse exclusivamente sobre el carácter regu­
lar o irregular de la readmisión realizada por el empresario.

3. Retrotraer las actuaciones .. la Sala Segunda del Tribunal
Central de Trabajo al momento inmediato anterior a dictar
Sentencia.

Publiquese esta Sentencia en el «Iloletin Oficial del Estado».

Dado en Madrid a 12 de marzo de 1987.-Francisco Tomás y
Valiente.-Francisco Rubio Llorente.-Luis Diez-Picazo y Ponce de
León.-Antonio Truyo} Serra.-Eugenio Díaz Eimil.-Miguel Rodri­
guez-Piñero y Bravo-Ferrer.-Firmados y rubricados.

que se decidiese sobre la Ley aplicable, no se obtuvo respuesta,
pues el Auto de 16 de diciembre de 1985, como fundamentos de
Derecho, expresaba lo siguiente:

«Subsistiendo los motivos que tuvo en cuenta el Instructor al
dictar el Auto de prisión contra los aq,uf procesados Armando
Gómez Gómez y T. M.; naturaleza jurídica de los hechos imputa­
dos y en todo caso la pena que en su día pueda corresponderles. de
aplicación, tras su recto entendimiento por este Tribunal del arto
504 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.»

Dice en sus antecedentes de hecho el Auto que en la causa
seguida contra los procesados, los hechos habían sido calificados
por la acusación pública como constitutivos del delito sancionado
en el arL 344 del Código Penal, párrafos I y 2, solicitándose como
pena para Armando Gómez Gómez la de diez ados de prisión
mayor, igualmente indicaba que seilalado el juicio oral, hubo de
suspenderse por incomparenaa de otros encartados.

Por su parte en el Auto de 16 de octubre de 1986, resolutorio
del recurso de súplica. se expresaban como fundamentos jurídicos
que «1os argumentos aducidos por la representación del procesa­
do oo. no desvirtúan los tenidos en cuenta por la Sala al dictar el
Auto de fecha 16 de diciembre último, declarando no haber lugar
a su libertad, por cuyo motivo procede declarar no baber lugar al
mismo, manteniéndose en todas sus partes la resolución recurrida».

3. Alega el demandante de amparo que las resoluciones han
violado el arL 24,1 Y el arL 17.1 y 4 de la Constitución.

En cuanto a la presunta infracción del derecho contenido en el
arto 24.1 de la Constitución a la tutela efectiva en el ejercicio de sus
derechos, el recurrente de amparo manifiesta que el tenor de los
Autos imp~os elude toda concreción de cuál sea el arL 504 de
la Ley de Enjuiciamiento Criminal aplicable, si el vigente al tiempo
en que se acordó la prisión provisional del actor o el que está en
vigor actualmente; la dicción literal del Auto de 16 de febrero de
1985 priva al actor del derecho esencialísimo de conocer cuáles son
los fundamentos de ese «recto entendimiento» al que alude la Sala
y que motiva la privación de libertad.

Por lo que baee a la presunta infracción de los arts. 17.1 Y 17.4
de la Constitución, el actor afirma, citando doctrina de este
Tribunal (Sentencias de 26 de diciembre de 1984 y 27 de febrero
de 1985), que resulta conculcada la libertad cuando se actúa bajo
la cobertura improcedente de la ley o COntra lo que la misma
dispone. Para determinar si tal conculcación se ha dado, es preciso
determinar con carácter previo cuál es la Ley aplicable a que se
remite el arto 17.4 de la Constitución; en torno a ello entiende que,
a tenor de lo dispuesto en el arto 24 del Código Penal, que sanciona
la retroactividad de las leyes en cuanto favorezcan al reo, principio
recogido en el art. 9.3 de la Constitución, que no hace distinCión
entre normas sustantivas y procesales, y conforme a la jurispruden­
cia del Tribunal Supremo (Sentencias de 20 de diciembre de 1979
y 30 de marzo de 1983), los actos, períodos o etapas ya realizados
o iniciados bajo el imperio de la Ley anterior quedan sujetos a la
misma, y no a la nueva Ley, lo que equivale a decir que si el tiempo
de prisión preventiva lo inició el actor bajo la vigencia de la Ley
7/1983, el cómputo para la obtención de su libertad debe hacerse
conforme al arL 504 según redacción por Ley 7/1983, más
favorable, ~ no de la Ley 10/1984. Con esta premisa, dado que lleva
más de velnte meses en prisión, concluye el actor alegando que
tiene derecho a la libertad provisional conforme al arto 504 de la
Ley de Enjuiciamiento Criminal vigente al tiempo en que se ordenó
la prisión y tiene derecho a que se dicte una resolución motivada
si concurren circunstancias excepcionales que aconsejen la proton.
gaciÓD de la prisión; si esos derechos DO se le reconocen y su prisión
se mantiene en base al argumento invocado por el órgano judicial,
los derechos constitucionales invocados se vulneran «DO ya sólo
por una errónea interpretación del art. 504, como fue aprectada en
las Sentencias de 26 de diciembre y 27 de febrero de 1985, sino la
tota! falta de aquéll.,..


